AUTORITARISMO COMPETITIVO COMPARADO: MORFOLOGÍA, SUBTIPOS, TRANSICIONES Y LEGADOS PARA LA CONSOLIDACIÓN DEMOCRÁTICA

Antonio Garrido
Universidad de Murcia

agarrido@um.es

GT 6.5 ¿La quinta ola de democratización? Procesos de cambio político en el siglo XXI en perspectiva comparada
(VERSIÓN PRELIMINAR)

Los procesos de democratización en los países de América Latina y la Europa Oriental, al incorporarse al conjunto de los estudios comparativos de las “transiciones de la tercera ola”, por usar el término de Huntington, han modificado sustancialmente estos análisis (O’Donnell, Schmitter y Whitehead, 1986; Huntington, 1992).  El intento por sistematizar estas comparaciones había creado un cierto modelo teórico o “paradigma de la transición” que estos países pusieron radicalmente en crisis. Dos son las premisas básicas de este paradigma que han sido cuestionadas. En primer lugar, la concepción teleológica que describía la democratización como una secuencia lineal “liberalización-transición-consolidación” y daba por supuesto que una democracia consolidada era el destino inexorable y único de estos procesos. En los países del sur de Europa, utilizados para crear el modelo teórico de las transiciones a la democracia, éste había sido el resultado. En cambio, en algunas de las naciones de América Latina, así como en muchos de los nuevos Estados de la Europa post-comunista, hablar de transición hacia la democracia o de democracias consolidadas es bastante dudoso en muchos casos. 
El proceso democrático ni garantiza ni conduce, de modo inexorable, a la consolidación de la democracia por el mero transcurso del tiempo después de la fase de transición. Como ha escrito Adam Przeworski (1990: 37, 51), "la democracia consolidada es sólo uno entre los posibles resultados del hundimiento de los regímenes autoritarios": un reequilibramiento del sistema no democrático (Checoslovaquia en 1968, Brasil en 1974, Polonia en 1981 o Birmania en 1988), su sustitución por otro régimen no democrático distinto (Cuba en 1959, Irán en 1979, Nicaragua en 1979 y Etiopía en 1991), la transición hacia un sistema de "democracia vigilada" o "tutelada" (Chile, Turquía, Tailandia o Pakistán), a una semidemocracia o pseudodemocracia y el paso a una democracia no consolidada pueden ser resultados posibles del proceso de crisis, decadencia y colapso de un régimen autoritario.
 Adicionalmente, el caso de México, así como Venezuela, muestran la evidencia de que procesos de consolidación pueden experimentar retrocesos, bien en el sentido de la desconsolidación parcial, como en México, o bien incluso hacia un régimen autoritario competitivo, como Venezuela bajo Chavez. En otros casos, países que aún no podían considerarse democracias consolidadas, como Ecuador, Bolivia o Nicaragua sino, más bien, democracias defectivas han sufrido también algunos retrocesos en su evolución democrática. Precisamente, fue la falta de consolidación, unida a la persistencia y mantenimiento de las prácticas democráticas, de estos y otros países latinoamericanos, la que ha permitió desarrollar desde la teoría política nuevos tipos de democracia: "democracias por defecto" o “defectivas”, "democracias frágiles", “democracias delegativas”, "democracias informalmente institucionalizadas”, “democracias electorales”, “no liberales”, “electorales”, "de baja intensidad", "precarias", "vulnerables", "pobres", "vacías", “restrictivas” etc. (Collier y Levitsky, 1997; Collier y Adcock, 1999; O’Donnell, 1994; Zakaria, 1997 y 2003; Merkel, 1999; Diamond, 2002).
El otro aspecto en el que los casos de democratización en estas regiones han generado un notable impacto ha sido en la recontextualización del clásico debate en los análisis políticos entre estructura y agencia. El “paradigma de las transiciones” había puesto un gran énfasis en el papel de las élites políticas y en sus acciones estratégicas en detrimento de otras variables estructurales (económicas, culturales o sociales), aspectos en los que se había centrado la ciencia política en décadas anteriores al estudiar el fenómeno de la estabilidad y la consolidación democrática en otras áreas geográficas. Pero para explicar el curso de la democratización en la Europa del Este y en América Latina, más bien ha sido necesario hacer referencia a aspectos como los factores internacionales, el tipo de régimen previo y el legado de los regímenes autoritarios burocrático-militares o de varias décadas de totalitarismo y/o post-totalitarismo, los problemas étnicos de sus sociedades plurinacionales, los problemas de la creación de un nuevo poder democrático en el marco del colapso y la desintegración de antiguos Estados, la proliferación de determinados sistemas de gobierno y sistemas electorales mixtos, las movilizaciones populares y el papel de la sociedad civil, etc. 
1. DEMOCRACIA, AUTORITARISMO Y REGÍMENES HÍBRIDOS 

El término democracia puede tener diferentes sentidos y significados, que incluyen desde referencias a valores e ideologías determinadas y aspectos de desarrollo cultural, social y de otros ámbitos no políticos hasta aspectos que enfatizan ciertas exigencias del proceso político. En cualquier caso las discusinoes y conceptualizaciones de carácter más normativo, aunque son interesantes por el complejo de fenómenos asociados con la democracia que evocan, resultan demasiado amplias para ser de alguna utilidad teórica y empírica. En el marco de los estudios comparados sobre democratización, la necesidad de no confundir procesos analítica y políticamente diferentes como los de liberalización, apertura o distensión con una verdadera transición a la democracia ha permitido el desarrollo de una conceptualización más precisa. Efectivamente, aunque aún encontramos en la literatura aproximaciones vagas y un tanto impresionistas que relacionan el término democracia con conceptos como representación, gobierno de la mayoría, oposición, competición, alternancia en el gobierno, gobiernos alternativos, control, etc., en general el aspecto decisivo viene a ser la identificación de la democracia con el gobierno del pueblo mediante el voto. Para la teoría procedimental o institucional de la democracia, ésta se reduce a su componente electoral, siendo los procesos electorales, según expresión invariablemente repetida desde Schumpeter, la esencia misma y la condición sine qua non de la democracia. Según Schumpeter (1942: 269), la democracia es "aquel sistema institucional establecido para llegar a la adopción de decisiones políticas en el que los individuos adquieren el poder de decidir por medio de una lucha competitiva por el voto del pueblo". Seymour Lipset (1981: 45) añadió al criterio de la competencia entre los candidatos a los puestos públicos la exigencia de la participación social ("la mayor parte de la población") como el elemento que dirime esa competencia. Estas dos dimensiones -competencia y participación- se incorporan plenamente a lo que ya era una definición operativa de democracia en los trabajos de Robert Dahl, uno de los representantes más cualificados de la teoría democrática pluralista. Para Dahl (1971: 9), la poliarquía, entendida como democracia real opuesta a la democracia ideal, es un régimen relativamente democrático, muy representativo y participativo.  Si concurren una serie de garantías básicas, como la existencia de libertades civiles y políticas, que hacen posible la competencia y la participación de todos los actores (gobierno y oposición), y las elecciones pueden considerarse legítimas, honestas y limpias, el sistema es democrático. Alternativamente, en la medida en que se restringe el voto a una parte de la población con exclusión del resto, se prohibe el acceso de la oposición a las elecciones y/o se limita su abierta expresión mediante determinadas presiones o amenazas o es manipulado el cómputo de votos alterando el resultado electoral, el sistema no es democrático (Karl, 1995; Schmitter y Karl, 1991). 


Algunos autores han propuesto una serie de condiciones operativas para la identificación de una democracia. El mismo Robert Dahl (1971:3), por ejemplo, en algunos de sus estudios ya clásicos, había incluido entre las garantías o requisitos mínimos para la existencia de un régimen democrático: (1) Libertad para constituir y pertenecer a organizaciones políticas; (2)  Libertad de expresión; (3)  Derecho al voto; (4)  Elegibilidad para cargo público; (5)  Derecho de los líderes políticos a competir en busca del apoyo de los ciudadanos; (6) Fuentes alternativas de información; (7) Elecciones libres e imparciales; (8) Instituciones que hagan a los policy-makers dependientes de los votantes mediante elecciones y otras expresiones de preferencia. 


Una formulación más completa del concepto de democracia, siguiendo el modelo schumpeteriano y las dimensiones establecidas en los seminales trabajos de Dahl y Downs, se desarrolla en el estudio introductorio al proyecto sobre las perspectivas para la democratización de los países en vías de desarrollo dirigido por Larry Diamond, Juan Linz y Seymour Lipset. Diamond, Linz y Lipset (1990: 6-7) definían la democracia en los siguientes términos:


“Democracia denota... un sistema de gobierno que reune tres condiciones esenciales: competición significativa y extensiva entre individuos y grupos (especialmente partidos políticos) para todas las posiciones efectivas de poder del gobierno, a intervalos regulares y excluyendo el uso de la fuerza; un nivel altamente inclusivo de participación política en la selección de líderes y políticas, a través de elecciones libres e imparciales, de tal modo que ningún imporante grupo social (adulto) sea excluido; y un nivel de libertades civiles y políticas -libertad de expresión, libertad de prensa, libertad para organizar y pertenecer a organizaciones- suficiente para asegurar la integridad de la competición política y la participación.”  


Ahora bien, algunos de aspectos aparecen diluidos en esta definición de democracia: se excluye la exigencia de responsabilidad a los líderes políticos a través de elecciones -una desviación del ideal democrático que curiosamente aparece en bastantes sistemas presidenciales a través de las cláusulas de no reelección-, se omite toda referencia a la representación de intereses por canales distintos a las elecciones y los partidos políticos y está ausente cualquier referencia respecto a quién puede ejercer realmente el poder político, a pesar de la celebración de elecciones, dado que las autoridades formalmente electas pueden verse limitadas en sus atribuciones de iure o de facto por la posición relativa de otros grupos sociales y burocráticos, esencialmente las fuerzas armadas (Huntington, 1989; Shain, 1995; Przeworski, 1999). En este último caso, y aunque los estudios recientes sobre democracias suelen hacer caso omiso de las variables post-electorales, las interferencias en el ejercicio del gobierno de los representantes democráticos no se encuentran precisamente en el mismo nivel de exigencia que otros criterios sociales o económicos relativos a las políticas desplegadas por las autoridades públicas que han sido a veces incluidos en conceptualizaciones más amplias del término "democracia". Más bien la posibilidad de influir de iure en la formación de las decisiones de un gobierno democrático constituye la negación del principio básico de no restricción a la competencia y a la participación política que es incapaz de hacerse efectivo y operativo. Ciertamente de nada sirven unas elecciones limpias y libres si el ganador no tiene la oportunidad incondicional de ejercer su autoridad sin verse comprometido por las arbitrarias exigencias de toda una serie de poderes no democráticos (los militares, la judicatura, la burocracia y la administración, diversos intereses corporativos, empresariales, etc..


Sin embargo, a pesar de estas lagunas, las variables "competición", "participación" y "libertades civiles y políticas" incorporan grandes ventajas para su uso como criterios de distinción entre regímenes políticos y como base para una definición operativa de democracia, ya que, a partir de ellas es posible establecer indicadores significativos y capaces de recoger la información correspondiente (Alvarez, Cheibub, Limongi y Przeworski, 1996; Elkins, 2000; Mainwaring, Brinks y Pérez Liñán, 2000; Munck y Verkuilen, 2002; Munck, 2011).
2. MORFOLOGÍA DEL AUTORITARISMO COMPETITIVO

CONCEPTUALIZACIÓN DEL AUTORITARISMO COMPETITIVO


En aquellos casos en los que se omite alguno de  los criterios ya señalados (competición, participación y respeto por las libertades civiles y políticas) no se reunen las condiciones para considerarse democracias y, por tanto, estamos más bien en presencia de distintos subtipos autoritarios. No obstante, el debate acerca de la naturaleza de esta clase de sistemas híbridos entre autoritarismo y democracia ha sido muy prolongado. Un buen ejemplo es el caso de México, ejemplo paradigmático de autoritarismo competitivo. El carácter ambivalente o ambiguo del régimen priista había proporcionado a lo largo del tiempo caracterizaciones distintas y contradictorias sobre la naturaleza del sistema político mexicano. Así, algunos analistas norteamericanos analizaban el sistema mexicano como una democracia sui generis, enfatizando los aspectos más democráticos así como la heterogeneidad  y la capacidad del Partido Revolucionario Institucional para representar a diversos sectores de la población, como en la clásica descripción de Robert Scott. En cambio, una nueva generación de estudiosos, aplicando en los años setenta la tipología comparada de regímenes no democráticos de Linz (1975), describió el sistema mexicano como un sistema autoritario inclusivo y no represivo, con un débil nivel de movilización y con un cierto consenso programático entre sus dirigentes, que formaban una élite bastante cohesionada (Kaufman, 1975), pese a las escisiones de los años treinta y cuarenta del pasado siglo (Almazán, Padilla o Henríquez Guzmán) y la fractura provocada por el abandono de Cuauhtémoc Cárdenas en 1987.
 En relación con la triple división de O’Donnell entre el autoritarismo de carácter  burocrático (bureaucratic-authoritarian), populista (populist-authoritarian) y tradicional (traditional-authoritarian) este carácter incluyente de los sectores populares lo situaba dentro del subtipo populista. Algunas descripciones que enfatizaban más los aspectos autoritarios ponían de relieve que el elemento democrático tenía un mero rol legitimador para demostrar la capacidad de movilización del régimen y mantener el apoyo de la población al mismo. 

Por otro lado, Linz no era demasiado optimista acerca del desarrollo de la democracia interna dentro de los partidos únicos o hegemónicos en el marco de regímenes autoritarios movilizadores y consideraba poco probable la perspectiva de cambio de estos regímenes en democracias competitivas. Linz argumentaba su escepticismo sosteniendo que “esta participación a través de un partido único dominante asume un compromiso con el partido, con su programa e ideología, y la exclusión de toda oportunidad para que una concepción política ofrezca una alternativa competitiva, lo que sería un requisito para una política competitiva y que siempre podría ser rechazada basándose en que hay oportunidades para la participación política dentro de los límites del partido y de sus organizaciones de masas”. Por eso, defendía que era menos probable un proceso de transición a la democracia que una transformación dentro del tipo autoritario produciéndose distintas fases en su desarrollo y consolidación: bien como evolución desde un subtipo burocrático-militar hacia los subtipos orgánico-estatista (en la etapa de Cárdenas, que incorporó una cierta representación corporativa de intereses, al igual que en los regímenes autoritarios populistas de Vargas o Perón) o movilizador (en una etapa posterior), en el caso de México, Turquía o Egipto, o bien como un regimen autoritario movilizador que, cuando no es derrocado o sustituido directamente por un régimen burocrático-autoritario, deriva o se desliza hacia la combinación de estatismo burocrático y orgánico, una dinámica quizá presente en Argelia tras la sustitución de Ben Bella por Boumedienne.
 

México se había situado en esa “zona gris”, como la denomina Thomas Carothers, en la que se hacía necesario conceptual y políticamente distinguir un tipo de régimen autoritario, que ha sido denominado por algunos autores como "pseudodemocracia" o "semidemocracia" y por otros como “autoritarismo competitivo” o “autoritarismo electoral”, donde existen formalmente o de iure instituciones democráticas y una aparente competición multipartidista que enmascara un poder autoritario de facto (Diamond, Linz y Lipset, 1990: 8). Porque el renovado interés por la democracia no puede hacernos identificar  regímenes “autoritarios” con sistemas que, aunque suponen un avance hacia la democracia no pueden confundirse con auténticas democracias. El ejemplo evidente de esa zona “gris” son estos “regímenes híbridos” como el mexicano hasta finales de la década de los noventa. El propio Juan Linz (2000: 33-34), refiriéndose a estos gobiernos “democráticos” de baja calidad, ya planteó hace más de una década la urgente necesidad de buscar una cierta claridad conceptual en torno a ellos y propuso “la adición de adjetivos al término «autoritarismo» más que «democracia»: por ejemplo, autoritarismo electoral, autoritarismo multipartista, autoritarismo del centro con democracia subnacional”. En el mismo sentido se decantan Levitsky y Way (2010) cuando definen como un tipo particular de régimen híbrido al “autoritarismo competitivo”. 

Sin embargo, persiste una cierta confusión conceptual entre lo que Schmitter y O'Donnell (1986: 6-11) denominaron dictablandas y todos estos distintos tipos de democraduras. Los regímenes autoritarios liberalizados o dictablandas son aquellos regímenes no democráticos que han promovido un proceso de liberalización sin alterar la estructura de autoridad o la pretensión de gobernar que tienen los líderes autoritarios. En años pasados Singapur o Camboya ilustraban bien esta alternativa por razones diversas, pero también los ejemplos de la Unión Soviética bajo Gorbachov, de Jordania o Marruecos en los años noventa, y otros muchos casos en países subsaharianos como Uganda, Togo, Gabón, Zaire o Costa de Marfil y muchos regímenes autoritarios de América Latina en décadas pasadas muestran diferentes modalidades de este tipo de régimen.
  En contraste, lo que O'Donnell y Schmitter (1986: 9) denominaban "democraduras" (Liniger-Goumaz) o "democracias limitadas" (Higley y Gunther), Sartori (1976) definió como sistemas de partido hegemónico y otros autores han denominado "semidemocracias" o “semiautoritarismos” (Di Palma o  Schmitter) y ahora algunos analistas denominan “autoritarismos competitivos” son regímenes en los que "el poder efectivo de los cargos electos es tan limitado, o la competición partidista es tan restringida, o la libertad y limpieza de las elecciones está tan comprometida que los resultados electorales, aunque competitivos, aún se desvían significativamente de las preferencias populares; y/o donde las libertades civiles y políticas son tan limitadas que algunas orientaciones políticas e intereses son incapaces de organizarse y expresarse". (Diamond, Linz y Lipset, 1990: 7-8). En más de un sentido las limitaciones a la competición colisionan con la idea de Przeworski (1986: 58) de la democracia como un "resultado contingente", fruto de unos procedimientos que no pueden garantizar de antemano la satisfacción de los intereses de nadie (Przeworski, 1988). 

El rasgo más significativo en la morfología de los autoritarismos competitivos es, por tanto, la posibilidad de oposición o contestación a los líderes del régimen en diversas arenas: la arena electoral, la arena parlamentaria o legislativa, la arena judicial y la arena mediática  (Roeder, 1994; Means, 1996; Levitsky y Way, 2001 y 2010; Schedler, 2002). Esto les diferencia de las “pseudodemocracias” o autoritarismos liberalizados a que hacíamos mención con anterioridad, donde las elecciones son una mera fachada o un simple mecanismo de legitimación del partido hegemónico o del lider autoritario, y en modo alguno son competitivas, las asambleas son dominadas absolutamente por ellos y los medios de comunicación son o bien controlados o bien reprimidos y censurados por el gobierno. Sin embargo, a pesar de la tolerancia con una notable contestación y oposición, los autoritarismos competitivos tampoco reúnen los criterios para ser considerados como democracias en el sentido en que hemos definidos este término, debido a la existencia de un evidente abuso de los recursos públicos, la manipulación de los medios de comunicación o las normas democráticas en su beneficio y, a veces, incluso de los propios resultados electorales (como en los casos de Fujimori o Milosevic, con ominosas consecuencias), o de restricciones de facto de ciertas libertades, debidas a las amenazas y las represalias que sufren algunos políticos, periodistas o activistas de la oposición. Sin un Estado de derecho, sin el respeto obligado a las libertades básicas y los derechos fundamentales de los ciudadanos y sin el sometimiento expreso a los procedimientos democráticos y la lealtad a las normas constitucionalmente establecidas a la hora de gobernar, no es posible hablar de democracia. 

También es conveniente distinguir el autoritarismo competitivo de otros tipos de régimen híbrido en los que algunas instituciones no democráticas gozan de dominios reservados o de atribuciones y prerrogativas de iure, generalmente negociados como contrapartida en los procesos de transición desde regímenes autoritarios burocrático-militares.  Este tipo de “democracias tuteladas” suponen, como ya señaló Stepan (1986: 72), que “los detentadores del poder pueden tratar de crear reglas formales e informales de juego que garanticen sus intereses centrales incluso en el contexto del régimen democrático que los sucede, y de este modo, dar a pie a una democracia limitada”. Este modelo de régimen híbrido exigiría toda una seria de concesiones constitucionales por parte de la oposición que podrían impedir el funcionamiento normal de una nueva democracia. La adaptación y rutinización de estas prácticas consolidaría una futura influencia y unas prerrogativas inadmisibles a favor de los sectores políticos próximos al anterior régimen autoritario, como en los procesos de democratización en Chile, Turquía, Tailandia o Egipto, o incluso de grupos promotores del propio proceso de transición, como en el caso del Movimento das Forças Armadas en Portugal. 

Por supuesto, si no hay que confundir el autoritarismo competitivo con la liberalización de sistemas autoritarios o con otros subtipos de regímenes híbridos, tampoco es posible asimilar estas situaciones a las denominadas democracias defectivas, en vías de consolidación o democracias electorales. Como ha quedado claramente explicitado, nuestra definición de democracia no abarca ni a los autoritarismos liberalizados ni a los “competitivos”  o los regímenes híbridos, pero sí a aquellos casos en que no se omiten los criterios ya señalados (competición, participación y respeto por las libertades civiles y políticas) y aún no reúnen las condiciones para considerarse democracias consolidadas. Este es el tipo democracia que se suele denominar “democracia electoral” o “democracia defectiva”. Este tipo de régimen está muy extendido en América Latina (Colombia, Ecuador, Perú, Paraguay, etc.), aunque también hay ejemplos en otras regiones como el este de Europa (Croacia, Serbia, Albania y Moldavia),  Africa (Mali, Namibia, Benin, Senegal, Malawi…) y Asia (Mongolia, Filipinas, Tailandia, Bangladesh, Nepal, Sri Lanka…). Tal vez el mejor ejemplo de conceptualización de este tipo de democracias es lo que O’Donnell ha descrito como  “democracias delegativas”. Las "democracias delegativas" son un tipo de democracia opuesto a las democracias representativas o institucionalizadas, y reflejan muy bien la frágil naturaleza del presidencialismo en Brasil o Argentina, Ecuador, Perú, Corea o Filipinas (O’Donnell, 1994, 1999 y 2011).
 Las características de las democracias “delegativas”  son:  (1) Tendencias plebiscitarias y el mito de la delegación: Aquel que gana una elección presidencial aparece autorizado (mediante la delegación electoral) para gobernar el país como le parezca conveniente; (2) Los presidentes se presentan "por encima" de los partidos y los intereses privados; (3) La responsabilidad política [accountability] en estos sistemas es sólo vertical, mientras que son hostiles a la responsabilidad "horizontal" (control de las acciones del ejecutivo por otras instituciones públicas)puesto que los presidentes ven a los Congresos y a las Cortes de justicia como "unnecessary encumbrances" para su "misión"; (4) Los presidentes se aislan ellos mismos del resto de las instituciones políticas y se convierten en los únicos responsables de "sus" políticas; (5) Interpretación populista de la democracia (el componente liberal de las democracias delegativas es muy débil y una tradición democrática de extremo individualismo intenta generar una mayoría), dado que las democracias delegativas son fuertemente mayoritarias y movimientistas.

EXPANSION DEL AUTORITARISMO COMPETITIVO

La paradoja es que el actual rechazo internacional a las experiencias autoritarias y la crisis y el agotamiento de las formulaciones sistémicas alternativas, especialmente después de la caída del comunismo en los países de la Europa Oriental, han reforzado el atractivo del régimen democrático en el mundo y han eliminado del horizonte próximo la viabilidad del establecimiento de determinadas opciones no democráticas.
 No hay que olvidar que las opciones que hicieron en otros momentos parecer frágil al ideal democrático, como el fascismo, el organicismo o corporativismo de signo conservador, el autoritarismo monárquico tradicional, o más recientes fórmulas, como las adoptadas por los militares peruanos, la “autogestión” yugoslava o la teocracia iraní, hoy no constituyen vías creíbles de  legitimidad alternativas a la democrática. Sin embargo, el zeitgeist actual, usando el término de Goethe,  que ha reforzado el valor de la democracia como el sistema más deseable y el interés por incorporar distintos mecanismos y procedimientos de legitimación democrática en lo que no son sino regímenes autoritarios liberalizados, ha aumentado la confusión sobre la verdadera naturaleza de estos nuevos sistemas. 

Aunque hoy se trata de un modelo ampliamente imitado, no fue tan fácil en el pasado replicar el modelo mexicano para todos aquellos líderes o dirigentes que intentaban impregnar de un cierto carácter civil determinados regímenes autoritarios. En primer lugar, por razones vinculadas con el propio origen del sistema, el mito de la revolución mexicana de 1910, que  contribuyó decisivamente a legitimar el gobierno de un partido hegemónico y que eran difíciles de reproducir en otros contextos. No sólo entre la población sino incluso entre los propios intelectuales, la legitimidad de estos símbolos izquierdistas originarios permitieron una reacción diferente frente a un partido predominante que la recepción que este tipo de partidos pudo tener en otros contextos donde su estatus era más ambiguo. “Esto plantea la cuestión crucial de los símbolos”, como enfatiza el propio Linz, puesto que “entre los factores más importantes del análisis de las etapas de formación de un régimen autoritario están los eslóganes, frases y símbolos que acompañan a su nacimiento” y “cualesquiera que sean las políticas que los regímenes autoritarios sigan después, les resultará difícil superar la imagen que han creado en un inicio”, que condicionará su institucionalización política. La revolución proporcionó a México una “épica” nacional, un nuevo mito basado en “héroes e ideales nacionales” (Huntington, 1968). Adicionalmente, el régimen mexicano, tras la revolución contra Porfirio Díaz, así como el régimen turco o el régimen egipcio, tras las caídas del sultán Abdul Hamid y del del rey Faruk, “crearon por primera vez en su sociedad símbolos nacionalistas y estructuras populistas”, un tipo de políticas que han facilitado la creación y consolidación de un partido hegemónico. En segundo lugar, como también apuntó Linz, existían razones de tipo práctico, especialmente en el caso de los regímenes autoritarios más militarizados, para poder crear desde el gobierno un partido hegemónico o dominante similar al PRI, tanto por parte de los militares, que tienen una mentalidad eminentemente burocrática y que difícilmente pueden asumir funciones estrictamente políticas, como por parte de los tecnócratas que tienden a una adopción de decisiones en política económica y en las políticas sociales con una orientación más “racional” y más “apolítica”. Por todo ello, junto con el atractivo en el pasado de otras fórmulas partidistas, bien basadas en el uso de partidos fascistas o fascistizados de carácter antipopulista y antirevolucionario o bien en la creación de partidos socialistas-populistas con una cierta retórica izquierdista, antiimperialista y antioligárquica –siguiendo el modelo peruano-, no era sencillo construir un régimen de esa naturaleza, con un partido hegemónico que subordinara a grupos, sectores y fuerzas sociales antes autónomos y ejerciera el rol de canalizador institucionalizado de los conflictos económicos, sociales y políticos.



En cambio, hoy la proliferación de autoritarismos competitivos es notable. Indudablemente, México y Taiwan eran los dos casos clásicos hasta mediados de los años noventa, pero los ejemplos de este tipo de régimen son cada vez más numerosos e incluyen desde la Rusia de Yeltsin o Putin hasta la Ucrania de Kravchuk y Kuchma, la Croacia de Tudjman o la Serbia de Milosevic y otros muchos casos en la última década en regiones y en países tan distintos como Albania bajo Berisha, Armenia con Ter-Petrossian, Haiti, México, Nicaragua, Paraguay, Perú con Fujimori, la Venezuela de Chávez y Maduro, Taiwan hasta 1996, Malasia, y un gran número de naciones africanas (Zimbabue, Zambia, Kenia o Gana…). Incluso en algunas de las repúblicas surgidas de la antigua Unión Soviética, como Azerbaiyán, Bielorrusia, Kazajastán, Kirguizistán, Turkmenistán o Uzbekistán, la democratización ha fracasado y, como habían predicho algunos analistas en los años setenta,  nuevos regímenes con una mayor o menor analogía con el modelo mexicano se han instaurado. No obstante, no hay duda de que regímenes similares han existido en el pasado y, retrospectivamente, tanto en la Europa de entreguerras –el autoritarismo del conde Bethlen o del almirante Horthy en Hungría, pero también en la Bulgaria o la Rumanía de los años veinte- como en América Latina –la República Dominicana de Balaguer, la Nicaragua sandinista o la Panamá de Noriega- encontramos algunas muestras. En muchos de ellos hay fuertes restricciones a una competencia política efectiva y las elecciones son fraudulentamente manipuladas, aunque los gobernantes autoritarios permiten una limitada expresión de la oposición y toleran actividades multipartidarias.
2. SUBTIPOS DE AUTORITARISMO COMPETITIVO: UNA CONCEPTUALIZACIÓN DESDE LA PERSPECTIVA DE LA INTEGRIDAD ELECTORAL 

Los conceptos de integridad electoral y de mala práctica electoral (electoral malpractice), como su opuesto en el sentido de violaciones o prácticas que conculcan la credibilidad y la limpieza de las elecciones, se han convertido en objeto de intenso debate e investigación académica en los últimos años. Esta creciente línea de estudios se ha centrado en la exploración comparada de cuestiones como el desarrollo de estándares internacionales de integridad electoral, su aplicación a distintos casos para detectar los fraudes y la discusión sobre la introducción de técnicas y métodos que mitiguen las malas prácticas en este ámbito (Norris, 2012:2). A partir de este creciente interés se ha avanzado mucho en el conocimiento del impacto de la implementación en las reformas de la regulación electoral, la independencia de la administración y los organismos encargados de la supervisión de las elecciones y la mejora de los mecanismos y procedimientos de la resolución de disputas postelectorales. Asimismo, se han desarrollado bases de datos y análisis que intentan medir la integridad y la calidad de las elecciones a partir de avanzadas técnicas forenses, evaluaciones de expertos o controles aleatorios para detectar los fraudes y las malas prácticas (Alvarez, Hall y Hyde, 2008; Myagkov, Ordeshook y Shakin, 2009; Kelley, 2010; Hyde y Marinov, 2011; Birch, 2011; Deckert, Myagkov y Ordeshook, 2011; Mebane, 2012). Por otra parte, el afianzamiento en la práctica de los observadores internacionales de estos procesos en todo el mundo ha generado también un interés creciente por mejorar su capacitación y evaluar la efectividad de su actuación (Bjornlund, 2004; Kelley, 2008; Beaulieu y Hyde, 2009; Hyde, 2011; Kelley, 2012; Hyde y Marinov, 2012). 

Es particularmente ilustrativo que el interés por la conceptualización y medición empírica de la integridad y las buenas prácticas electorales haya sido simultáneo a la eclosión de los estudios sobre la expansión internacional de los regímenes híbridos, los nuevos tipos de autoritarismo electoral o competitivo y la investigación sobre nuevas vías de democratización, especialmente las transiciones a través de elecciones (Lindberg, 2006; Schedler, 2006; Brownlee, 2007; Rose y Mishler, 2009; Lindberg, 2009; Kalandadze y Orenstein, 2009; Levitsky y Way, 2010; Bunce y Wolchik, 2011). 

Según el concepto analítico de integridad electoral (electoral integrity) construido empíricamente por Pippa Norris (2012b: 4), puede definirse ésta como el conjunto de “principios internacionales, valores y estándares de elecciones aplicados universalmente a todos los países del mundo a través del ciclo electoral, que incluye el periodo pre-electoral, la campaña, el día de la votación, y su epílogo”. Por su parte, el concepto de “mala práctica electoral” (electoral malpractice) se refiere a cualquiera de las violaciones de la integridad electoral, aunque en un análisis más riguroso este concepto, como ha mostrado Sarah Birch (2011: 11-13) puede tener diferentes acepciones. Desde un enfoque estrictamente legalista, las “malas prácticas electorales” se interpretan en términos de violación de la normativa electoral, que plantea el problema de la difícil homogeneización de las distintas regulaciones electorales en los distintos países. Desde una perspectiva sociológica, las “malas prácticas electorales” se identifican a partir de las percepciones de lo que constituye una violación de las normas, lo que permite su medición empírica a partir de encuestas de opinión pública; esta perspectiva, por supuesto, también presenta problemas y dificultades de comparabilidad entre naciones puesto que lo que constituyen malas prácticas difiere en las distintas culturas. Por último, desde una interpretación asociada al sentido de “mejores prácticas” según son reconocidas en los repertorios al uso por la comunidad internacional y son aplicadas en los programas de asistencia por los observadores encargados de fiscalizar sobre el terreno el correcto desarrollo de los procesos electorales. Finalmente, desde un enfoque normativo, derivado de la teoría democrática, las “malas prácticas electorales” incluye un conjunto de procedimientos que se desvían de los modelos normativos de democracia.  

Ambos términos, tanto la integridad electoral (electoral integrity) como la mala práctica electoral (electoral malpractice), están próximos a otros muchos conceptos usados en la literatura sobre elecciones: mala conducta electoral (electoral misconduct), manipulación electoral (electoral manipulation o manipulated contests), corrupción electoral (electoral corruption), abuso electoral (electoral abuse),  fraude electoral (electoral fraude), elecciones dañadas (flawed elections), etc. (Schedler, 2002; Lehoucq, 2003; Elklit y Reynolds, 2005; Elklit, 2012; Vickery y Shein, 2012; Vickery, 2012; Carreras e Irepoglu, 2012)

Un uso más estricto de ambos conceptos, en consecuencia, supone desarrollar una definición empírica de los mismos y su descomposición en indicadores que sean observables y medibles. De este modo podemos situar el caso mexicano en una perspectiva más rigurosa y sistemática, alejándolo del uso  partidario y de la explotación sectaria que los dirigentes políticos efectúan cuando se refieren

Así, la definición de integridad electoral de Norris incluye tres criterios: estándares internacionalmente aceptados, de carácter universal, y un carácter abarcador que incluye todas las fases del proceso electoral. En primer lugar, hace referencia a procesos electorales que no violan los principios, valores y estándares internacionales de lo que son unas elecciones libres, honestas y competitivas, de acuerdo al consenso recogido en normas como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, que hace alusión, en su artículo 21.3, a la voluntad popular en los términos expresados en virtud de elecciones periódicas y genuinas, celebradas mediante sufragio universal e igual, o el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966, que establece la necesidad de  elecciones periódicas, sufragio universal e igual, voto secreto, plena participación y competición, etc. Más específicamente, estos estándares aparecen recogidos en su versión más operativa y aplicada en las guías prácticas redactadas para el uso de los observadores electorales en misiones de asistencia internacional, como los manuales editados por la OSCE y otras organizaciones internacionales como la Unión Europea (UE), la Organización de Estados Americanos (OEA), la Unión Africana, el Consejo de Europa o fundaciones como IDEA o IFES.
 En segundo lugar, el concepto es universalmente aplicable y también dinámico, de manera que comprende estándares aplicables a todas las democracias, bien ya consolidados, como el reconocimiento del derecho de sufragio a todos los estratos de la población, la denuncia de las irregularidades o los fraudes en la votación y el sesgo de los medios de comunicación en las campañas, o bien que incluyen la incorporación de nuevos aspectos y desafíos que continúan el debate sobre la transparencia y la profundización de la democracia y la absorción de nuevas demandas de la ciudadanía, como la adecuada representación de las minorías, la igualdad de género, el voto electrónico y las nuevas tecnologías de participación online, etc. En tercer lugar, el concepto de integridad electoral no abarca solamente los problemas producidos durante el día de la votación o durante el periodo estricto de la campaña electoral, sino que se extiende al ciclo electoral completo, en el sentido definido por la red de especialización en temas electorales ACE (Administración y Costo de Elecciones), un proyecto desarrollado por organizaciones o fundaciones internacionales como IDEA, IFES, UNDESA o el propio IFE, y, por tanto, “desde el diseño y redacción de la legislación, al reclutamiento y entrenamiento del staff electoral, la planificación electoral, el registro de los votantes, el registro de los partidos políticos, la nominación de partidos y candidatos, la campaña electoral, el voto, el recuento, la tabulación de resultados, la declaración de resultados, la resolución de disputas electorales, informes, auditorías y archivo”.
 

Precisamente, a partir de esta idea de integridad electoral como una expresión más abarcadora de todas las fases del proceso electoral, Sarah Birch (2011: 41-46) ha desarrollado el concepto empírico de electoral malpractice, con el objeto de identificar y medir de un modo más preciso y riguroso las distintas formas de malas prácticas electorales. Su análisis integra indicadores que evalúan tres aspectos de electoral malpractice: la manipulación del marco legal, las manipulaciones de la decisión de voto de los electores y la manipulación o fraudes en el voto. Hemos utilizado un índice integrado por los indicadores de estas dos últimas dimensiones, la manipulación de los votantes y la manipulación del voto, para comparar la integridad electoral de las elecciones en México y en otros casos de democracias, consolidadas o no, y de regímenes híbridos o de autoritarismo competitivo. En principio, hemos descartado en nuestro análisis la dimensión del marco legal o de la manipulación de las instituciones electorales, aunque es obvio que la regulación electoral, especialmente el diseño de sistemas electorales, puede favorecer las opciones de los partidos gobernantes que suelen estructurar éstos para aumentar su ventaja, porque no hay un acuerdo entre los expertos internacionales en considerar la manipulación de reglas como una práctica “fraudulenta” (Birch, 2011: 74). Tampoco Birch desarrolla subtipos y categorías analíticas específicas para este tipo de manipulación del marco legal. De igual modo, también en nuestro análisis comparativo nos centramos básicamente en los problemas de integridad electoral o los abusos que afectan al voto o a los votantes, pero no a las reglas o la regulación. Así, la medida de manipulación de los votantes o de su decisión de voto está formada por la agregación de indicadores relativos a la cobertura neutral o no de los medios de comunicación, el equilibrio en los recursos y financiación de las campañas por los partidos políticos, la compra de votos, la intimidación de los electores o la intimidación de candidatos y activistas partidarios (Birch, 2011: 89-108). La medida de manipulación de la emisión del voto o de la administración electoral incluye indicadores sobre la independencia e imparcialidad de los organismos y autoridades electorales, las prohibiciones y otras prácticas menores de obstrucción a la participación de grupos opositores en la competición, el rechazo al registro de ciudadanos en los censos y la extensión del porcentaje de ciudadanos no registrados, la extensión de los lugares y centros de votación, la emisión del voto con todas las garantías reconocidas internacionalmente (voto libre, igual, secreto, etc.), el recuento y reporte de los resultados, los procedimientos legales sobre controversias y resolución de litigios derivados del proceso electoral y la participación de observadores tanto internacionales como domésticos (Birch, 2011: 109-132). Estas dos dimensiones nos permiten no sólo distinguir entre distintos problemas de integridad electoral sino también desarrollar una tipología de subtipos de regímenes híbridos, atendiendo a la diferente naturaleza de sus abusos, ya que no están sujetos al mismo tipo de malas prácticas electorales los clásicos sistemas que se caracterizan por la manipulación o el fraude en el voto y aquellos que se caracterizan más bien por el desequilibrio en la competición y presentan ante los opositores la típica imagen de la “cancha inclinada” (uneven playing field), que favorece a los gobernantes en ejercicio (Schedler, 2002; Mozaffar y Schedler, 2002; Greene, 2007; Levitsky y Way, 2010a y 2010b).  El autoritarismo competitivo “duro”, utilizando esta distinción, implica generalmente manipulación del voto por el oficialismo, incluyendo fraudes electorales parciales,en tanto que el autoritarismo competitivo “blando” o de “cancha inclinada” supone más bien manipulación del votante mediante distintas técnicas de propaganda electoral, el abuso de los recursos estatales por parte de los gobernantes y ciertas limitaciones al rol de la oposición. 
	País
	1
	2
	3
	4
	5
	6
	7
	8
	9
	10
	11
	12
	13
	14
	15

	Mex 06
	2
	2
	2
	2
	2
	2
	2
	2
	1
	3
	3
	2
	2
	2
	2

	Rus  04
	2
	2
	2
	2
	9
	3
	3
	2
	3
	4
	3
	1
	2
	2
	4

	Ven 06
	2
	2
	1
	2
	3
	3
	1
	1
	2
	4
	4
	1
	3
	2
	2

	Ucr 04
	3
	3
	2
	3
	3
	3
	4
	3
	2
	4
	3
	1
	4
	4
	3

	Bol 06
	3
	1
	1
	3
	2
	2
	1
	1
	1
	1
	1
	1
	1
	1
	2

	R. Dom 00
	9
	2
	9
	3
	2
	2
	2
	9
	1
	9
	2
	2
	3
	3
	2

	Ec.02
	2
	2
	1
	2
	2
	2
	2
	3
	1
	2
	3
	1
	1
	1
	2

	El Salvador 04
	9
	1
	9
	9
	9
	1
	1
	1
	1
	9
	9
	1
	9
	1
	1

	Guat.99
	2
	1
	1
	2
	2
	2
	2
	1
	1
	9
	9
	1
	1
	9
	1

	Hondu 01
	9
	1
	2
	2
	2
	1
	2
	9
	1
	9
	9
	1
	1
	1
	1

	Nica 01
	3
	3
	1
	2
	2
	2
	2
	2
	1
	
	2
	1
	1
	1
	2

	Pan 04
	1
	1
	9
	1
	1
	1
	2
	1
	1
	1
	2
	1
	1
	1
	1

	Perú 95
	2
	1
	9
	9
	3
	2
	2
	1
	1
	9
	3
	1
	1
	9
	2

	Perú 00
	3
	4
	3
	9
	3
	3
	4
	4
	3
	5
	5
	9
	4
	4
	4

	Perú 01
	2
	2
	1
	3
	2
	2
	2
	9
	1
	2
	3
	1
	1
	2
	2

	Albania 05
	3
	2
	2
	4
	3
	3
	4
	3
	2
	3
	4
	3
	3
	3
	3

	Armenia 05
	2
	3
	1
	3
	2
	5
	3
	4
	1
	4
	4
	2
	3
	4
	4

	Azerbaiy 03
	3
	4
	3
	4
	2
	3
	5
	4
	3
	4
	9
	1
	4
	5
	4

	Bielorr 06
	4
	4
	2
	4
	3
	2
	4
	4
	3
	5
	3
	1
	4
	5
	4

	Colombia02
	3
	2
	1
	3
	2
	2
	2
	3
	1
	3
	1
	1
	3
	4
	2

	Georgia 03
	2
	3
	1
	3
	2
	2
	3
	3
	2
	3
	3
	1
	2
	2
	3

	Georgia 04
	2
	2
	1
	3
	2
	3
	3
	1
	2
	3
	3
	1
	1
	2
	3

	Kazajstán 05
	3
	2
	1
	3
	2
	2
	4
	3
	3
	4
	9
	1
	4
	4
	3

	Kenia 02
	3
	2
	2
	4
	2
	3
	1
	9
	1
	3
	9
	3
	2
	3
	3

	Malawi 04
	3
	4
	1
	4
	2
	3
	4
	3
	2
	4
	5
	4
	4
	4
	4

	Rumania 04
	2
	3
	1
	2
	3
	3
	3
	2
	2
	3
	2
	1
	2
	1
	2

	Tayikistán  06
	4
	4
	2
	3
	1
	3
	4
	9
	9
	4
	2
	1
	1
	1
	4

	Uzbekistan 99
	5
	5
	5
	9
	9
	9
	9
	4
	4
	5
	4
	9
	3
	4
	5

	Madagascar 03
	3
	3
	2
	3
	2
	2
	2
	3
	1
	3
	9
	3
	3
	3
	3

	Eslovenia 98
	2
	2
	2
	2
	2
	2
	2
	2
	3
	4
	2
	1
	2
	1
	2

	Haiti 00
	3
	3
	9
	2
	3
	2
	5
	4
	2
	3
	9
	2
	2
	4
	4

	Etiopia 05
	3
	3
	2
	9
	3
	3
	5
	4
	3
	4
	3
	1
	3
	4
	4

	Zimbabue 00
	9
	4
	9
	4
	2
	2
	2
	4
	3
	4
	3
	1
	5
	9
	3


 Tabla 3.2. Indicadores del Índice Birch de Malas Prácticas Electorales (Index of Electoral Malpractice), 2011
Fuente: http://www.essex.ac.uk/government/electoral malpractice/index.htm.

Los items recogidos en la tabla son los siguientes: 1) Adecuación del marco regulatorio electoral a los estándares internacionales; 2) Grado de independencia e imparcialidad de las autoridades electorales; 3) Prohibición y obstáculos en el registro de determinados partidos en evidente violación de la ley; 4) Rechazo del registro de determinados sectores de ciudadanos en flagrante violación de la ley; 5)  Adecuadas instalaciones de votación; 6) Proceso de votación de acuerdo a la ley; 7) Cómputo y tabulación de resultados electorales de acuerdo a la ley; 8) Proceso de resolución de disputas conducido de modo comprehensivo e imparcial; 9) Tolerancia para que los observadores internacionales y domésticos vigilen todos los aspectos relevantes del proceso electoral; 10) Cobertura equilibrada de los medios de comunicación de la campaña electoral; 11) Cumplimiento de las regulaciones sobre el uso de los recursos de campaña; 12) Cumplimiento de la prohibición de compra de votos; 13) Intimidación o coerción de votantes; 14) Intimidación o coerción de los candidatos y los activistas partidarios en sus actividades de campaña; 15) Descripción de la integridad de la elección en los informes públicos.

Gráfico 3.2. Tipología y dimensiones de la integridad electoral
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Fuente: Tabla 3.     

Desde esta perspectiva, y utilizando una versión agregada de los indicadores del índice de Birch (Index of Electoral Malpractice, IEM), podemos evaluar más sistemática y rigurosamente los distintos subtipos de autoritarismo competitivo, de un modo más preciso que a partir de las percepciones de imparcialidad electoral incluidas en encuestas como la Comparative Survey of Electoral Systems o la World Values Survey, aunque ambas pueden ofrecer resultados relativamente análogos, como indican los gráficos siguientes. 
Gráfico 3.3. Percepciones de imparcialidad electoral, Comparative Survey of Electoral Systems, Módulo 1 (1996-2001)
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Fuente: Norris, 2012b. Pregunta: “En algunos países, la gente cree que sus elecciones se desarrollan imparcialmente. En otros países, la gente cree que sus elecciones se desarrollan parcialmente. Pensando en la última elección [en su país], dónde situaría en una escala de uno a cinco, donde uno significa que la última elección se desarrolló imparcialmente y cinco significa que la última elección se desarrolló parcialmente.” Las respuestas fueron invertidas y estandarizadas a efectos de comparabilidad. http://www.cses.org/
Así, según los datos comparados de la Encuesta Mundial de Valores, 2010-2012, (World Values Survey, 6ª ol.), los ciudadanos mostraban su confianza en la integridad electoral de sus procedimientos democráticos en Uruguay, Estonia y Ghana y, sólo en una ligera menor medida, en México, mientras que la confianza era considerablemente más reducida en regímenes híbridos como Ucrania, Kirguizistán o Zimbabue, medidos en índices que representaban el grado de mala práctica electoral. Estos datos eran similares a la percepción de la integridad electoral medida por expertos a través de la escala Freedom House o la escala Nelda, como se recoge en el siguiente gráfico. 

Tabla 3.3. Evaluaciones de integridad electoral por ciudadanos y expertos y democracia liberal. 

	Medida
	Integridad Electoral
	Integridad Electoral
	Democracia Liberal

	Fuente de datos y periodo

Escalas
	EMV (WVS)

2011-12

100 pts
	NELDA

Hyde y Marinov

2000-2010

100pts
	Freedom

House

2011

100 pts

	Uruguay
	75
	100
	100

	Estonia
	75
	100
	100

	Ghana
	70
	85
	93

	México
	68
	100
	71

	Kazajstán
	67
	12
	36

	Nigeria
	65
	50
	57

	Azerbaiyán
	64
	43
	36

	Kirguizistán
	63
	40
	43

	Zimbabue
	62
	20
	28

	Ucrania
	59
	68
	64


Fuente: Norris, 2012b, con datos de World Values Survey, 2010-2012.

Tabla 3.4. Percepciones de Integridad Electoral, World Values Survey, 2010-2012  

	Integridad Electoral

	País
	Los votos se cuentan justamente
	Los oficiales a cargo de la elección son imparciales
	Los votantes disponen de  una auténtica elección en las elecciones
	Los periodistas proporcionan una cobertura imparcial de las elecciones



	Uruguay
	91
	81
	66
	73

	Estonia
	81
	71
	78
	62

	Ghana
	61
	64
	72
	65

	Kazajstán
	62
	47
	63
	60

	Azerbaiyán
	54
	52
	64
	57

	México
	52
	50
	72
	69

	Nigeria
	54
	49
	53
	62

	Zimbabue
	52
	53
	54
	47

	Kirguizistán
	53
	34
	61
	56

	Ucrania
	38
	25
	47
	56

	Total
	60
	52
	62
	60


Fuente: Norris, 2012b, con datos de World Values Survey, 2010-2012.

Nota: Pregunta: “En su opinión, ¿con cuánta frecuencia las siguientes cosas ocurren en las elecciones en este país?” Los datos de la tabla ofrecen la proporción que en cada nación respondió “muy a menudo” y “bastante a menudo”. La escala de integridad electoral proporciona un resultado medio entre los distintos items.
Si estos datos se comparan entre sí podemos observar que las percepciones de integridad electoral de los ciudadanos  tienden a ser similares a las percepciones que sobre la imparcialidad de las elecciones en México tienen observadores y expertos internacionales, como los que elaboran las escalas NELDA o Freedom House, que aparecen en los dos siguientes gráficos. 

Gráfico 3.4. Correlación de la percepción pública de la integridad electoral en la WVS (2010-2012) con la escala de Democracia Liberal  Freedom House (2011)
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Fuente: Norris, 2012c, con datos de la World Values Survey, 2010-2012, y Freedom House 2011.

Gráfico 3.5. Correlación de la percepción pública de la integridad electoral de la WVS 2010-2012 con la visión de los expertos en la escala NELDA.  
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Fuente: Norris, 2012c, con datos de la World Values Survey, 2010-2012 y la escala National Elections across Democracy and Autocracy (NELDA) de Hyde y Marinov. http://hyde.research.yale.edu/nelda.

3. TRANSICIONES A LA DEMOCRACIA: TRANSICIONES VÍA ELECCIONES


En la teoría clásica sobre transiciones a la democracia se suelen distinguir las transiciones por reforma, por ruptura o colapso y las transiciones mediante el poder compartido entre miembros del régimen no democrático y la oposición. Ninguna de estas vías a la democracia es habitual en el autoritarismo competitivo, una clase de régimen cuyo proceso de transición es vía elecciones. El ejemplo de México, como ejemplo paradigmático de autoritarismo competitivo, vuelve a ser ilustrativo. Dada su lenta evolución desde un régimen autoritario competitivo hacia la democracia, la integridad electoral se convirtió en el elemento primordial de las reformas políticas durante todo este periodo. Por ello, el mismo régimen electoral mexicano fue fruto de la evolución hacia la democracia del sistema político y, como en muchos otros casos, producto evidente de la correlación de fuerzas en el momento concreto de cada reforma (Greene, 2007a, 2008; Magaloni, 2006). De hecho, el régimen híbrido fundó su estabilidad en el control y transformaciones del sistema electoral y, por eso, como ha señalado Schedler (2009: 8), “para institucionalizar la integridad electoral, los reformadores adoptaron cuatro estrategias principales: crearon una densa red de reglas democráticas (regulación); transfirieron la gestión de las elecciones del gobierno al IFE, una entidad independiente (delegación); sometieron la organización de los comicios a una estricta supervisión de los partidos (vigilancia) y trasladaron la resolución de los conflictos de la Cámara de Diputados a un tribunal especializado: el TEPJF (judicialización).” 
En las últimas oleadas de reformas electorales en México, a lo largo de la década de los años noventa y hasta 2007, las modificaciones se han centrado en la construcción de instituciones e instrumentos electorales que aseguraren la competencia y credibilidad de las elecciones. Este proceso fue impulsado desde el gobierno y, en la mayoría de ocasiones, apoyado por Acción Nacional, ambos, con frecuencia, enfrentados a sectores del PRI de la Cámara de Diputados y, por razones opuestas, a los del PRD. Sin embargo, debido al presidencialismo disciplinado, los priístas finalmente siempre accedieron a apoyar las reformas cuando el Ejecutivo en turno hizo suyos los resultados de las negociaciones PRI-PAN y las remitió al Legislativo en forma de iniciativa de ley.
 En 2007, como consecuencia de la aguda crisis política y el grave conflicto postelectoral de 2006, las modificaciones se orientaron a la mejora de la “calidad de las elecciones”. Para conseguir este objetivo se introdujeron cambios en aspectos de muy distinto orden: en primer lugar, en el ámbito del registro y la organización interna de los partidos, se modificaron algunas cuestiones relativas a la creación y al registro de los partidos y los requisitos para formar nuevas agrupaciones políticas, a la transparencia informativa de las actividades de los grupos políticos, a la resolución interna de las controversias partidistas, al financiamiento público de los partidos y sus campañas y a la fiscalización de los recursos de los mismos por parte de una Unidad de Fiscalización específica dentro del IFE; en segundo lugar, por lo que respecta a la administración y justicia electoral, se abordó la renovación escalonada del Consejo General del IFE y la duración máxima en el cargo prevista de los consejeros, prohibiéndose su reelección, se ampliaron las funciones y competencias del Instituto, en especial, acerca del control y distribución de los espacios en los medios para el desarrollo de campañas electorales y la intervención de la autoridad electoral en la vida interna de los partidos, y se aprobó una nueva legislación  respecto del escrutinio y cómputo de votaciones a nivel distrital; en tercer lugar, en el área de la competencia electoral, se reguló expresamente la duración y actos de las precampañas y se limitó el tiempo dedicado a las campañas, se impusieron topes máximos para los gastos de campaña y se restringió tanto el uso de la propaganda gubernamental en periodo electoral como las campañas negativas.  
4. LEGADOS PARA LA CONSOLIDACIÓN DEMOCRÁTICA


En ocasiones el largo y paulatino proceso de reformas para garantizar la integridad del procedimiento electoral, supone un progresivo desarrollo de la independencia y autonomía de la justicia electoral, un aspecto central para eliminar las presiones políticas y las sospechas de fraude (Elklit y Reynolds, 2002 y 2005; Mozaffar y Schedler, 2002; Bjornlund, 2004; Massicotte et al., 2004; Soudriette, 2007; Schaffer, 2008; Trebilcock y Chitalkar, 2009; Bland, 2012). Es, precisamente, el énfasis en la labor imparcial y neutral de esta clase de organismos uno de los legados de la previa existencia de un sistema de autoritarismo electoral o competitivo, como pudo apreciarse en México después del largo periodo de gobierno del PRI o en Perú después de Fujimori. Este énfasis se fue traduciendo en distintas decisiones tanto sobre el modo de organizar la estructura como acerca de las funciones o competencias atribuidas a la justicia electoral. Por lo que se refiere a la decisión de si es más adecuado concentrar los diferentes aspectos del procedimiento electoral, como la organización y administración de los comicios, por un lado, y la resolución jurisdiccional de las controversias y los litigios derivados de su celebración, por otro, o separar estas competencias, hay que subrayar que en estos dos casos de autoritarismo competitivo como antecedente de la transición a la plena democracia se optó por separar las funciones, para aumentar las garantías del proceso, y adjudicarlas a órganos especializados distintos dotados de una completa autonomía e independencia: el Instituto Federal Electoral (IFE) y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF), en el caso de México, y el Jurado Nacional de Elecciones (JNE) y la Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE). Inevitablemente, el aspecto negativo de esta división de competencias y atribuciones es la aparición de conflictos internos entre los propios organismos, una situación que ha sido más frecuente en Perú, donde cada una de estas instituciones defiende un modelo diferente: la ONPE aboga por el mantenimiento del modelo dual mientras que el JNE defiende el modelo unitario o unificado que era tradicional en el país hasta 1993, en el que Fujimori introdujo hasta tres organismos diferentes (JNE, ONPE y RENIEC) para, gracias a su fragmentación, hacer más débil y manipulable la justicia electoral.  


 Otra consecuencia del inicio de la transición a la democracia desde un régimen autoritario competitivo, desde el punto de vista de la administración electoral (electoral management),  puede ser la progresiva extensión de sus funciones y su creciente politización, como en el caso de México.  El primero de estos aspectos supone, con el argumento de extender las garantías a todas los áreas del proceso, la ampliación de las atribuciones de estos organismos electorales a ámbitos que van más allá de lo electoral. Los organismos electorales en México han de intervenir, además de en decisiones administrativas y judiciales respecto del procedimiento electoral, en la vigilancia y control de la vida interna de los partidos políticos, la fiscalización de sus gastos electorales, el control de las precampañas y campañas según los tiempos previstos en la regulación, la vigilancia sobre los medios de comunicación, las sanciones a los partidos por sus incumplimientos legales, etc. Esta acumulación de funciones se ha ido desarrollando en actos sucesivos en cada una de las tres reformas principales que afectaron al organismo: la de 1989-1990, orientada a introducir los criterios y procedimientos que dotaran de mayor confianza a la competición democrática; la de 1996, dirigida a encauzar el controvertido asunto del financiamiento público a los partidos y los canales para su fiscalización; y la de 2007, promovida para equilibrar las condiciones de la competición.   

Este desbordamiento de las estrictas competencias de todo organismo electoral de constituirse sólo en un simple garante de los estándares de las elecciones libres y limpias provoca, además, el segundo de los efectos mencionados: la inevitable politización del organismo, dadas las importantes funciones que asume. Todos estos conflictos de carácter partidista, derivados de la exigencia legal de controlar las internas o primarias, los gastos electorales y las campañas, al recaer en el IFE, le obligan a intervenir frecuentemente en todo tipo de disputas y litigios, que acaban siendo más políticos que administrativos o meramente jurisdiccionales, e indirectamente aumentan los incentivos y el interés de los políticos por controlar este organismo. De hecho, incluso distintos integrantes o consejeros del IFE después desarrollan una carrera política, por lo que también se produce una ambigua percepción del organismo electoral como un medio idóneo de tener acceso posterior a la actividad partidaria pública y poder satisfacer determinadas aspiraciones políticas. Como subraya Nohlen (2008: 68-77), el switch over, el cambio o paso hacia la política resulta fácil desde una plataforma como la justicia electoral, ya que los organismos electorales están absolutamente presentes en los grandes conflictos políticos del país. Precisamente, “en México, por ejemplo, es bien llamativa la presencia del Instituto Federal Electoral (IFE) en el debate político nacional” y “son casi cotidianas las referencias a su rol y sus resoluciones en la prensa capitalina.” Sin embargo, con esta politización de la justicia electoral, “se corre el peligro de que esta alta visibilidad del árbitro del juego político en la democracia posautoritaria genere la crítica a la democracia representativa, percibida como centrada sólo en lo electoral, una crítica que ya se expresa con el concepto de «democracia electoral»” (Nohlen, 2008: 70-71).  

Abundando en el rasgo de su politización, ante la disyuntiva de optar por uno de los dos modelos clásicos de independencia e imparcialidad del órgano electoral, el modelo de “ombudsman”, en el que éste es formado por técnicos y expertos, generalmente jueces, y el modelo de los “checks and balances” o “party watchdog model”, en el que representantes de los distintos partidos politicos comparten el poder y se controlan entre sí, México escogió esta segunda alternativa (Pastor, 1999; López Pintor, 2000; IDEA, 2006; Massicotte et al., 2004; McCoy y Hartlyn, 2006; Hartlyn et al., 2008). En principio, como se argumenta desde la perspectiva analítica de la teoría de la delegación, el IFE es un agente de los partidos que, como principal, nombran y pueden destituir a los nueve consejeros de este órgano. Desde este ángulo, podría ser previsible una cierta estabilidad en las posiciones del IFE salvo que el principal, los partidos, modificasen o cambiasen su visión respecto a la regulación electoral, pero esta expectativa no ha sido completamente confirmada, puesto que en su propia dinámica de trabajo el IFE está sujeto a los efectos de las crisis y shocks imprevistos en los que debe intervenir, que modifican su pauta normal, y a los procesos de intercambio de votos en el seno de la institución. 
En el caso de las transiciones a la democracia desde el autoritarismo competitivo, una diferencia que tiene un notable impacto sobre el proceso de consolidación democrático parece residir en el poder organizativo del anterior partido hegemónico (Levitsky y Way, 2010: 354-358). Cuando el partido es fuerte y su poder organizativo es alto, como el PRI en México o el KMT en Taiwan, aunque las transiciones suelen ser más complejas, difíciles y duraderas, debido a que los gobernantes exhiben una mayor capacidad para mantenerse en el poder a través de su victoria en las elecciones, en cambio  la emergencia de democracias estables es más probable, porque los anteriores partidos hegemónicos no colapsan después de la derrota electoral y constituyen uno de los baluartes para establecer una oposición fuerte a los nuevos gobiernos democráticos, como en México, pero también en Nicaragua a partir de 1990 o en Taiwan después de 2000. En estos contextos, “cuando las oposiciones triunfan es más probable que las transiciones lleven a la democratización” que en aquellos casos en los que  el partido hegemónico era muy débil para resistir o frenar el cambio político, donde la transición suele ser muy rápida y suele adoptar la forma del colapso del régimen, y generalmente sólo se abre paso al mantenimiento de un nuevo régimen autoritario competitivo con la anterior oposición convirtiéndose en el nuevo grupo hegemónico. La descomposición o desintegración de estos débiles partidos hegemónicos, como en el caso de Haití o como ha sido frecuente en algunos países africanos (en Mali, Malawi, Madagascar, Senegal o Zambia) conduce, más bien, a dejar una oposición débil y fragmentada, cuando no a la defección de parte de sus antiguos miembros al nuevo partido o coalición gobernante, lo que consolida las tendencias autoritarias en el seno de la nueva élite dominante. Por tanto, paradójicamente, como señalan Levitsky y Way, las transiciones lentas o de “puerta dura” (“hard-door transitions”), como en México y Taiwan, con un partido hegemónico fuerte, que mantiene una gran cohesión y una gran capacidad organizativa al convertirse en oposición, favorecen la estabilización de la nueva democracia de un modo que no es replicable en las transiciones rápidas o de puerta podrida” (“rotten-door transitions”) tras el hundimiento de un frágil partido gobernante.  
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    � La transición hacia nuevos regímenes no democráticos es evidente en algunos sistemas sultanistas (Cuba tras Batista, Irán tras el régimen del shah,  Haití después de Duvalier, etc.) y en muchos de los estados post-soviéticos  (Roeder, 1994; Chehabi y Linz, 1998). En otros casos, como en Afganistán, y en algunos países africanos como Etiopía, Somalia, Liberia, Sierra Leona, o Zaire, a la quiebra del orden autoritario no ha seguido un régimen específico sino una verdadera desintegración política del estado en un sentido weberiano. 





    �  Sin embargo, pese a la apropiación del modelo teórico linziano, el propio Linz vacilaba en su interpretación.  Según su conocida definición, los regímenes autoritarios se caracterizan por “un pluralismo político limitado, no responsable; sin una ideología elaborada y directora, pero con mentalidades peculiares; sin movilización política extensa o intensa, excepto en algunos puntos de su evolución; y, en el cual un líder u ocasionalmente un grupo reducido ejerce el poder dentro de límites formalmente mal definidos pero en realidad bastante predecibles." Desarrollando este modelo, Linz  tendía a considerar la experiencia mexicana como un caso de régimen autoritario de partido hegemónico moderadamente movilizador, asimilándolo a experiencias como la transformación experimentada por el Estado Novo en Brasil en la dirección de una democracia populista o a la evolución del régimen burocrático-militar turco hacia un sistema de partido único movilizador bajo Atatürk y, en menor medida, a un cierto tipo de autoritarismo “democratizador y pluralista”, tal vez comparable al viejo modelo yugoslavo.Pero también expresaba sus dudas sobre la aplicabilidad del modelo autoritario, debido a la presencia de tendencias de facto democráticas en el régimen priista y a la falta de acuerdo entre los estudiosos, llegando a señalar que “el caso más debatible es el de México, donde sólo en 1952 el candidato oficial a la presidencia obtuvo menos del 75 por ciento de los votos, mientras que por lo general ha logrado cerca del 90 o lo ha superado” y donde “los líderes de la oposición tienen plena conciencia de que no van a ganar ninguna de las elecciones para los 200 puestos de gobernador y los 282 del Senado”, por lo que “la única esperanza de los partidos de la oposición radica en obtener, a cambio de unos cuantos puestos como representantes o presidentes de los municipios, el reconocimiento  de sus líderes por el gobierno en forma de contratos, préstamos y servicios”, puesto que “los partidos están en muchos casos financiados por el gobierno y apoyan a los candidatos gubernamentales o se enfrentan provisionalmente con ellos a cambio de concesiones para sus seguidores.”  No obstante, Linz matizaba que, “a pesar de que defino el sistema mexicano como autoritario, reconozco que la mayoría de los participantes consideran al partido hegemónico, el Partido Revolucionario Institucional (PRI), como legítimo y popular.”  


	De hecho, en un prólogo a la reedición de su clásico estudio sobre los sistemas no democráticos escrito a finales de los años noventa, Linz subrayaba que dicho análisis no debía ser leído como una investigación exhaustiva de todos los regímenes no democráticos, no sólo por la falta de monografías específicas sobre distintas experiencias en las que basar una tipología definitiva sino también “en contados casos, por la dificultad de encontrar una conceptualización adecuada (por ejemplo, en el complejo y fluido caso mexicano)” Pero no eran únicamente la fluidez política del régimen mexicano, y las innegables tendencias democráticas en su seno, las que provocaban o suscitaban las dudas de los especialistas sino también el uso favorable o crítico de estas conceptualizaciones con su carácter legitimador o deslegitimador del sistema político. El propio Linz, reflexionando sobre la recepción de su trabajo sobre regímenes autoritarios refleja este riesgo de utilización y explotación política de las conceptualizaciones: “En México, mi trabajo tuvo un destino diferente. En un tiempo en el que algunos académicos estadounidenses describían a México como una democracia sui generis, subrayando la heterogeneidad interna y la representatividad de los sectores del Partido Revolucionario Institucional (PRI), una generación más joven de estudiosos recogió mi perspectiva para desmitificar la democracia al estilo mexicano. Con el paso del tiempo, las referencias al autoritarismo de México se convirtieron en un lugar común; y en los debates recientes sobre la democratización de México los políticos, e incluso el mismo presidente, han reconocido este hecho. En suma, el mismo concepto ha sido percibido como «legitimador» de un régimen y «deslegitimador» de otro.” 


 


    �  Linz (2000) distinguió tres subtipos principales de autoritarismo: los regímenes burocrático-militares, en los cuales predomina una coalición entre civiles y militares controlada por oficiales del ejército y burócratas, que tiende a prescindir de la formación de un partido único (o se crea únicamente con fines desmovilizadores), como en las clásicas “dictaduras militares” de Pinochet en Chile, Chun Doo Hwan en Corea del Sur, la dictadura de los coroneles en Grecia o las juntas militares en Argentina o Uruguay; el estatismo orgánico, que intenta desarrollar la participación controlada de la población mediante estructuras orgánicas y corporativistas, siguiendo los modelos de Austria entre 1934 y 1938 bajo Dollfuss, el Estado Novo de Salazar  o la España franquista; y regímenes de movilización, tanto en su variante fascista (regímenes más monolíticos, más ideologizados y más participativos que los anteriores regímenes burocrático-militares y orgánico-estatistas) como en su variante post-independencia colonial (regímenes en los cuales tras la obtención de la independencia el partido único no era un partido monolítico sino un partido unificado capaz de integrar y permitir la participación de distintos grupos, como en los clásicos ejemplos de la Argelia de Ben Bella, Túnez bajo Bourguiba o Gana con Nkruhmah, etc.). Con el subtipo movilizador se corresponden también los ejemplos del PRI en México, la Turquía de Ataturk, Taiwan bajo el KMT o el Egipto de Nasser. Finalmente, otros subtipos autoritarios residuales identificados por Linz son las “democracias” raciales o étnicas, como la Sudáfrica del apartheid o Rhodesia, y las situaciones pre-totalitarias o de totalitarismo defectivo, como la Italia de Mussolini o Japón en el periodo inmediatamente anterior a la II Guerra Mundial.


 


    � Los propósitos reformistas no siempre implican un compromiso claro con la democratización como muestra la experiencia de varios presidentes mexicanos desde los años sesenta, pero también los ejemplos de España (con Arias Navarro), Brasil (con Geisel y Golbery) o Portugal (Caetano), ni esta orientación termina prevaleciendo en muchas ocasiones ante la reacción de la línea dura del régimen autoritario que acaba por desplazar a los liberalizadores (como les ocurrió a Viola, Zhao Ziyang o Papadopoulos). 


    � Este tipo de democracia, conceptualizada y descrita por O’Donnell, ha sido documentado en distintas regiones envueltas en procesos de democratización., aunque también ha sido erróneamente aplicado a algunos “autoritarismos competitivos” como Rusia, Perú bajo Fujimori o Venezuela con Chávez (Kubicek, 1994; Close, 2000; Alvarez, 2000; Kenney, 2000). 





    � Esta tendencia a la democratización se halla en consonancia con la difundida y complaciente tesis de Francis Fukuyama (1989 y 1992) sobre la democracia liberal y la economía de mercado como punto final del progreso de la humanidad. Naturalmente, todas las civilizaciones y épocas se dejan ofuscar por el “espejismo de la inmortalidad”, por usar la expresión de Toynbee, en la creencia de ser la forma final de este progreso histórico.


    �  Véanse, sólo a título de ejemplo, el manual de la OSCE, Election Observation Handbook, 6ª edn., Varsovia, OSCE/ODIHR, 2010; o las guías de la OEA, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/sap/docs/deco/ManualMetodologia_WEB2.pdf" ��http://www.oas.org/es/sap/docs/deco/ManualMetodologia_WEB2.pdf�. Véanse, sobre aspectos parciales como la financiación de partidos políticos, las guías de la OEA � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/sap/docs/deco/Financiamiento_partidos_s.pdf" ��http://www.oas.org/es/sap/docs/deco/Financiamiento_partidos_s.pdf�  y del IFES, editada por Magnus Öhman y  Hani Zainulbhai, Political Finance Regulation: The Global Experience, Washington, DC: IFES, 2011 (� HYPERLINK "http://www.ifes.org/files/Political_Finance_Regulation_The_Global_Experience.pdf" ��http://www.ifes.org/files/Political_Finance_Regulation_The_Global_Experience.pdf�). También es de referencia la compilación de obligaciones internacionales recopilada y publicadas por el Carter Center:  � HYPERLINK "http://www.cartercenter.org/des-search/des/Introduction.aspx" ��http://www.cartercenter.org/des-search/des/Introduction.aspx�.





    �  Véase � HYPERLINK "http://aceproject.org/ero-en/topics/electoral-management/electoral%20cycle.JPG/view" ��http://aceproject.org/ero-en/topics/electoral-management/electoral%20cycle.JPG/view�.


� Este procedimiento fue el mismo entre 1990 y  1994, por ejemplo, mientras que la resistencia de los priístas en el Congreso se acentuó en las negociaciones para la reforma de 1995-1996, en la que el PRD, por vez primera, participó activa y abiertamente. En 1990 entró en vigor el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (COFIPE), reformado en varias ocasiones con posterioridad. Mediante esa norma se creó el Instituto Federal Electoral (IFE), organismo autónomo que se configuró como el máximo órgano en la organización de las elecciones en el país, que se fundamentaba en la idea de un servicio profesional electoral y que vino a modificar radicalmente la composición del órgano superior encargado de la organización de los procesos electorales hasta ese momento.  Indudablemente, el diseño de esta figura institucional permitió que en las decisiones sobre la organización electoral fuesen siendo cada vez menos relevantes los intereses particulares de los diferentes partidos políticos, al tiempo que ha ido otorgando credibilidad a la celebración de los comicios. A comienzos de los años noventa se perfecciona la reglamentación del financiamiento público de los partidos políticos y en 1993 se legisla sobre los límites en los gastos de campaña en los que pueden incurrir éstos. Entre 1990 y 1993, con un costo superior a los dos mil millones de dólares se realizan varios censos a la población y se emitieron dos credenciales electorales. Por otra parte en la reforma electoral de 1995-1996, caracterizada por el consenso que alcanzó y  resultado de un difícil entramado de intereses y coyunturas políticas, se consiguieron equilibrar más aún las condiciones de la competencia democrática: en el ámbito del máximo órgano del IFE, el Consejo General, se acordó que el Poder Ejecutivo federal no tuviera ninguna representación, al mismo tiempo que se estableció que el Presidente del Consejo fuese electo por mayoría cualificada de la Cámara de Diputados, a propuesta de los grupos parlamentarios; en segundo lugar, y dentro de las medidas que incidían directamente en asegurar la igualdad de todas las formaciones en la competencia política, se determinó que el financiamiento público debía prevalecer sobre el privado, que la financiación pública se otorgaría de acuerdo a un 70% de manera proporcional y un 30% de forma igualitaria y el incremento de las cantidades de dicho financiamiento; en tercer término, y para lograr un acceso más igualitario de los partidos a los medios de comunicación, se amplió el tiempo oficial que se distribuye en el proceso electoral y se aumentó la cobertura de los programas de los partidos, en medios de alcance nacional y en horarios de mayor audiencia; asimismo, en el ámbito de la justicia electoral, se estableció que los partidos podían presentar recursos de inconstitucionalidad de leyes electorales, ya fuesen de niveles federal y local y el Tribunal Electoral Federal se situó orgánicamente dentro de la estructura del Poder Judicial de la Federación, lo que, sin duda, se constituyó en una disposición de indudable trascendencia ya que le confería plena autonomía; finalmente, en lo que afectaba al Distrito Federal, se estableció la elección directa del Jefe de Gobierno, modificando la normativa previa que establecía que era el Presidente de la República el que designaba a su máxima institución mediante la figura de un “regente”.
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